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S A L A V A C A E I O N E S

Excmos.  Sres . :

D. Luis L6pez Guerra
D. Vicent,e Glmeno Sendra

D. Pedro Cruz Vil lalón

Na Reg is t ro  L949 /9 t

ASUMTO: Amparo promovido Por

don Manuel Blázquez Solfs.

SOBRE: Autos del Juzgado Toga-

do Mll i tar Terri torial nún. 18

(Cartagend) , dict,ados en di l i-

gencias preparatorlas por de-

l i to  de deserc ión.

0 044t847

En el recurso d.e sútplica interpuesto por el Abogado

del Estado en La pieza separada de suspensión correspondiente

aI asunto de referencla, 1a Sala ha acordado dictar el siguien-

te

AUTO

I. ANTECEDETüTES

1. Med.iante escrito registrado en este Tribunal eI

27 de septiembre de 199L, compareció por sf nismo don Manuel-

B1ázquez Solfs en pet, ición de que le fuera nombrado Procurador

del turno de ofj-cj-o al objeto de interponer recurso de amparo

contra diversas resoluciones de1 Juzgado Togado Mil i tar Terri-

torial núm. 18. Acordada t.al designación, €1 Procurador don

Norberto Pablo ,Jerez Fernández presentó eI escrito de demanda

el 12 de diciembre sigulente, impugrando los Autos del referido

Juzgado de 5 de agosto,  9  y  tL  de sept iembre de 1991.
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2. La demanda de amparo trae causa de los siguien-

tes hechos:

A) El demandanl:e :-rrestaba eI servicio militar obli-

gatorio en Ia corbeta "Vencedcra" cuando, debido al proyectado

envfo de dicho buque a Ia zona CeI Go1fo Pérsico, tomó Ia deci-

sión de ausentarse de su unidad. El 4 de abri l  de 1991 resolvió

poner fin a su octrl tamiento y presentarse voluntariament,e ante

el ,Juzgado Togado Mll i tar nr1m. 32 (Barcelord), acordándose des-

de esa fecha su detención y posterior ingreso en un centro pe-

nitenciario mil i tar bajo la acusación de deli to de deserción

(Dil igencias Preparatorias nr1m, L8/3/91 del ,Juzgado Togado ttt i-

t i tar núm. 18, radicado en Cartagena). En el :nismo dfa de su

presentación y detención, y cfn asistencia letrada, manifestó

que se negaba a seguir prest,an.do. el- servicio mil i tar.

B) Puesto en l ibertad prowisional mediante Auto de

3 de ju l io  de 1991.  eI  Sr .  B iázquez no efectuó las comparecen-

c ias en e l  Juzgado los dfas . i i 'de ju l io  y  1.de agosto a que ve-

nf a obligado, rr i  se presentó en su d.estlno, manteniéndose aún

hoy en ignorado paradero, For cuyo mot,ivo se incoaron las Dili-

gencias Preparatorias nr1m. L8/t39/9L, también por presunto de-

l i to de desercj-ón. Con fecha de 5 de agosto, s€ dlctó Auto por

eI que se reformó eI del 3 de jul io anterior, acordándose Ia

prisión preventiva rigurosa comLrnicada de1 demandant,e, asl como

su búrsqueda y captura y llamamj-ento por requisitoria.

C) Por Ia representacj-ón del demandant,e se presentó

eI  22 de ju l io  de 1991-  un escr i to  en eI  que se in teresaba Ia

nulidad de todas las actuacj-ones practicadas, Por estimar vul-

nerado su derecho de defensa y a ser juzgado por autoridad ju-

dicial independiente e imparcial. A través de Auto de 9 de sep-

t iembre de 1991, €l Juzgado denegó Ia petición de nulj-dad for-

mulada, resolviendo, por Auto de 11 de septiembre, declarar

conclusas las Dil igencias Preparatorias nr1m. L8/3/91 y entregar

los autos aI Fiscal, para que en el térmj-no de tres df as sol- j--

citase 1o que est, imara oportuno acerca del sobreseimiento o
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apertura del juicio oral-, y €D este rl l t imo supuesto calif icase
por escr i to los hechos.

O) Frente a 1os Autos citados de 5 de agosto y 9 de

septienbre de 1991 dedujo eI actor recurso de apelación, el-

cual fue desestj-mado por Auto de la Sección Primera de1 Tribu-

nal Mil i tar Terri torial Primero de 9 de octubre de 1991, aI que

se formuló un voto 3lart icular concurrente. Dicho Auto resultó

confirmado en súrpl lca por el de 3 de febrero de L992.

3. En el escrito de demanda se consideran infr ingi-

dos los derechos fundamentales af iluez ordinario predeterminado

por  la  Ley y  a un proceso con todas las garant las (ar t .  24.2

C.E.  ) ,  1a i -ndependencia del  Juez la  pr imera,  asf  como Los ar ts .

LL7.L y 5 y L22 de Ia C.E. La demanda concluye con la súplica

de que se dicte Sentencia por l-a que se otorgue el amparo soli-

citado, declarándose la nulidad de las resol-uciones impugnadas

en tanto que lesivas de los derechos fundamentales invocados,

al ser la f igura de1 i luez Togado Mil i- tar en su actual organiza-

c ión  con t ra r i a  a l  a r t '  24 '2  c 'E '  Med ian te  o t ros l '  s€  so l i c i t a

igualmente la suspensión de l-a efectividad de l-os actos recu-

r r idos en base a 1o prev is to en e l  ar t .  56.1 de la  LOTC.

4.  Por  prov j -dencia de 3 de jun io de 1991,  ld  Sec-

ción Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite el pre-

sente recurso, sin perjuicio de 1o que resultara de sus ante-

cedentes, requerir del Juzgado el testimonio de l-as actuaciones

procesales e interesarle eI emplazamiento de quienes hubieran

sido parte en eJ. procedimiento, con excepclón del recurrente en

anparo, para que en eI plazo de diez dfas pudieran comparecer

en este proceso, asf como formar Ia correspondiente pieza sepa-

rada de suspensión Mediante providencia de igual fecha, acordó

Ia Sección, de conformidad con 1o prevlsto en el art. 56 de fa

LOTC, conceder un plazo comrln de tres df as al Ministerio Fj-scal

y aI sol icitante del amparo, a f in de que dentro de dicho tér-

mino alegasen Io que estimaran pertinente en relación con Ia

petición de suspensión interesada.
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5. Evacuado el- trámite conferido por el Ministerio

Fiscal y la representacj-ón del demandante, la Sala dictó Auto

de fecha 22 de junio de L992, mediante el que acordó acceder a

1a petición de suspensión de la ejecución del AuLo del Juzgado

Togado Mil i tar núm. 18 de 5 de agosto de 1991, dictado en las

Dil igencias Preparatorias núm. L8/3/9L. Segrln nuestra merj-tada

resolución, "es claro que procede otorgar la suspensión solici-

tada, ya que Ia fndole de la medida acordada 1o aconseja para

evlt,ar la pérdlda de flnalidad del amparo lmpet,rado, que de

otro modo se producirfa en Ia hipótesis de una Sentencia

estimatoria del recurso interpuesto dictada cuando el recurren-

te ya hubiera sufrido, total o parcialmente, la prisión preven-

t j-va cautelarmente resuelta. En cambio, de la decisión de sus-

pensión que el actor interesa no se seguirfa perturbación grave

de los intereses general-es o de los derechos fundamentales o

l ibertades públicas de un tercero, por lo que, de conformidad

con eI  ar t .  56.1 de la  LOTC, no es de aprec iar  obstáculo a ta l -

suspensj-ón, como ha entendido esta Sala en supuestos de hecho

sim1lares". "Lo anterior debe entenderse, sin embargo, sj-n per-

juicio de las facultades que al órgano judicial otorga y de l-as

obli gaciones que aI procesado correlativament,e impone eI art.

233 de la  Ley Orgánica 2/L989,  de 13 de abr i l ,  Procesal  Mi l i -

tar, 1as cuales, obviamente, no han de verse afectadas por la

medida cautelar que en este proceso se adopta ahora".

6.  Por  escr i to  reg is t rado eI  24 de jun io,  €1 Aboga-

do deI Estado soliclt,ó que se Ie tuviera por personado en eI

presente proceso constitucional, int,eresando que se entendieran

con dicha representación las sucesivas actuaciones. Asl se

acordó mediante providencia de 29 Ae junio, €n la que también

se dispuso, a tenor de 1o establecido en el art. 52 de la LOTC,

abrir eI trámite de alegaciones previsto en ta1 precepto.

7.  Contra eI  Auto de 22 de jun io de L992,  €1 Aboga-

do del Estado, por escrito registrado el siguiente 8 de jul io,
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formuló recurso de súp1ica, sol icitando, subsj-diariamente y aI

amparo de1 art,.  57 LOTC, la modj-f j-cación de la medida cautelar.

A) Alega el Abogado del Estado, €rI primer lugar,

que 1a denegación de Ia suspensión no hace perder a1 amparo su

finalidad. "La demanda de amparo no invoca la lesión del dere-

cho  a  l a  l i be r tad  pe rsona l  (a r t .  L7 .L  C .E . ) ,  s i no  Ia  supues ta

violación del derecho a juez imparcial reconocido en el art.

24 .2  C .E .  Ma I  pod r fa  l nvoca r  eJ -  a r t , .  t 7 . t  C .E .  qu ien ,  con  su

anti jurfdica conducta (no comparecer ante eI r luzgado y situarse

en desconocido paradero), habfa just, i f icado más que

sobradamente Ia revocación de Ia libertad provisional de que

disfrutaba. Ahora bien, si Ia queja constitucional no se basa

en  e I  a r t .  t 1 . t  C .E .  s ino  en  e l  de recho  a  j uez  imparc ia l ,  no  se

puede decir que una resoluciór eautelar de carácter personal

prj-ve aI amparo de su finalidad más que cualquier ot,ra resolu-

c1ón judi cia.l. El- amparo conserva su finalidad aun cuando no

se suspendiera ninguna de las resolucj-ones impugnadas; esa f i-

nal idad se alcanzarfa, si el recurso se estimdÍdr mediante la

inval idac ión de las resoluc iones. . .  recurr ldas.  Que una de és-

tas pueda afectar a la l ibertad personal y otras no, es irrele-

vante desde eI momento en que no se aduce violación del derecho

de  l i be r t ad  pe rsona l . . .  " .

El últ imo párrafo del fundamento jurfdico 2e de]

Auto que se recurre corrobora lra anterlor tesis. "Este párrafo

sóIo puede signif icar que se condiciona 1a suspensión otorgada

a que el recurrente de amparo cumpla Ias obl-igaciones derivadas

de la situacj-ón de libertad provisional; y que si no Ias ct¡m-

ple, el ,Juez mil i- tar podrá acordar la prisión preventiva sin

que a eIlo obst,e el auto de suspensión. Pero si esto es asl,

. . .entonces es que la  s i tuac ión de pr is ión prevent iva no f rus-

tra en sf y por sf misma la f inal idad del amparo".

B) En segundo lugar, Ia resolución que se recurre

causa perturbación grave de los intereses generales de la de-

fensa nacional  y de la Just ic ia.
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a) "La resolución suspensiva tiene virtualidad gra-

vemente perturbadora de la dlsciplina milÍt,ar. Cualquier solda-

do o marinero que desee desertar -especialmente en mlslones de

combate o que entrañen algrln riesgo- podrá abandonar su unidad,

declararse objetor sobrevenido e incluso no cumplj-r los deberes

inherentes a Ia situación de l ibertad provisional- manteniéndose

en ignorado paradero, con Ia seguridad de que eI Tribunal Cons-

titucional suspenderá su brisqueda y captura cuando simplemente
plda amparo aduciendo Ia falta de imparcialidad de todos los

órganos de la Justicia militar, salvo la SaIa Quinta del- Tribu-

nal Supremo". La resolución que se impugna est,á cargada de un
pelÍgroso potencial contrario a la disciplina mj-l itar. EI Tri-

bunal, ciertamente, no puede responder de las interpretaciones

torcidas, interesadas o simplemente erróneas acerca de sus re-

soluciones. Menos aun le es achacable la difusión por los me-

dios de comunicación de este género de j-nt,erpretaciones. Pero

es igualmente cierto que en un régimen pluralista de libertad y

democracia todos los Tribunales están obligados a tomar en con-

sideración los efectos sociales probables de sus resoluciones,

"incluida su casi segura manipuJ-ación desconsiderada y poten-

cialmente dañina para los intereses generales".

b) La resolución recurrida causa grave perturbación

a Ia .Iusticj-a, porque da una prima al comportamiento

antijurfdj-co de quienes están en situación de l ibert,ad provi-

sional. La simple admisión de un amparo no puede operar "como

un Jordán purif icador de una violación previa de las Leyes".

Quien pide el amparo de este Tribunal y solicita una medida

cautelar a su favor debe haber observado una conducta jurfdica-

mente irreprochable en defensa de 1o que.cree su derecho. "De
otro modo, 1ó suspensión se convertir la en una incitación a re-

sistirse aI cumplimiento de resoluciones judiciales legalmente

lrreprochables, como 1o es Ia revocaclón de la l ibert,ad provl-

sional de quien manifi-esta, no compareciendo ante el i luez, su

desprecio por una Jurisdicción prevista por la ConsLitución
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(a r t .  117 .5  C .E . )  y  su  vo lun tad  de  sus t rae rse  a  l a  acc ión  de  l a
j us t i c i a " .

Este padecimiento del interés de Ia .Justicia se in-

tensif ica en eI presente caso porque l-a rebeldla del inculpado

impide la prosecución de Ia causa (arts. 407 y siguientes de la

Ley Procesal  Mi l i tar ,  especia lmente e l  ar t .  409)  ,  con 1o que

carece de toda trascendencia práctica eI que se deniegue 1a

suspensión de la resolución que ordenó Ia entrega de los aut,os

a l  F i sca l .

C) Con carácter subsidiario, el Abogado deI Estado

pide la modj-f icación de 1a medida cautelar concedj-da, en el-

sent, ido de revocarse Ia suspensión, según permite el art. 57

LOTC. El fundamento jurfdj-co 2e, r l l t imo párrafo, de1 Auto de

suspensión configura a ésta como una suerte de situación de Ii-

bertad provisional en que eI actor, beneficiado con l-a medj-da

cautelar, debe cumplir Ios deberes que le impone eI art,. 233 de

Ia Ley Procesal Mil i t ,ar. Pues bien: pese al t iempo transcurrido

desde que se dictó eI Auto de suspensión, eI actor no se ha

presentado ante el iluez militar competente. Este incumplj-mien-

to, por segunda vez, de lo dispuesto en eI art. 233 I de la Ley

citada constituye una circunstancia sobrevenida que justi f ica

la modlf icación -medi-ante su revocaclón- de la medida cautelar.

Concluye el Abogado del Estado su escrito con

sútplica de que se est,ime el recurso int,erpuesto y se dej e

efect,o 1a suspensión concedida, y subsidiariamente que se

fique la medida cautelar con revocación de la suspensión
gada.

1a

sin

modi-

otor-

8. Mediante providencia de 10 de jul lo de 1992,

acordó Ia Sección tener por recj-bido eI precedente escrito del

Abogado del- Estado y dar traslado deI mismo al Mlnisterj-o Fis-

cal y al Procurador Sr. ,Jerez Fernández, para que en e1 plazo

comtln de t,res dfas alegasen 1o que estimaran pertinente en re-

Iación con su contenido.
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9. Con fecha del siguiente t7 de jul io comparecj-ó

el Procurador referido por escrito en eI qlue, en sfntesis, y

tras señalar que no existe perturbación grave del int,erés gene-

ral ni falta el perjuicio a1 recurrente, que es patente a poco

que sea e1 realismo con que se examine el asunto, como el Mi-

nisterio Fiscal reseñó en su informe, alega que Manuel B1ázquez

se va a poner en breve a dJ-sposición de 1a ,Justj-cia Mil i tar

para regularizar su situación a la luz del contenido del Auto

de suspensión dictado por esta Sala, de modo que no cabe modi-

f icación alguna de1 mismo por circunstancia sobrevenida, ya que

el propio Auto establece que ]-a suspenslón se acuerda sin per-

ju ic io  de 1o d ispuesto en eI  ar t , .  233 de la  Ley orgánica 2/8g.

La personación en eI proceso del Ministerio de De-

fensa a través del Abogado de1 Estado, eu€ no ha sj-do llamado

aI  proceso de amparo,  p lantea estas cuest lones:  1e)  ¿t iene e l

Ministerio de Defensa interés legft imo para comparecer en un

proceso donde 1o que se discute es l-a j-ndependencla e imparcia-

l idad de diversos órganos de la Justicia Mil i tar?; 2e) 1a pre-

sencia del defensor del Ministerio en este proceso, dl que no

ha sido invitado, pone de rel ieve o resulta signif icativa de

algo ya aducido en la demanda: que eI mando militar posee re-

sortes de control sobre los jueces mj-I i tares que no quiere per-

de r .

Finaliza la representacj-ón del recurrente en amparo

con Ia srlpl ica de que se desestime eI recurso interpuesto, si

previamente la Sala no 1o declara inadmisible por no tener el-

Abogado del Estado legit imación en eL presente proceso.

10. EI Ministerio Fiscal evacuó eI trámite conferi-

do mediante escrito registrado el 20 de jul- io, err el que prin-

c ip ia  por  af i rmar  que e l  ar t .  56.2 de Ia  LOTC establece que e l

incidente de suspensión -y, €rr consecuencia, los recursos cori-

tra las resoluci-ones en é1 recafdas- se sustanciará con audien-

cia de las partes y de]- Ministerio f iscal. EI Abogado del Esta
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do no era parte en e1 present,e procedimiento. Ni intervino en

el trámite de suspensión ni está legitimado para interponer el

recurso de s(rplica que ahora intenta, eI cual debe ser

inadmitido a trám1te.

Ahora bien, €l art. 52.L de la LOTC dispone que en

los recursos de amparo intervendrá el Abogado del Estado "si

estuviera interesada Ia Administración Pública". El interés de

la Administración mititar por evitar situaciones de impunidad,

sj-qui-era sea momentánea, €n casos de deserción de los incorpo-

rados a fi las, sobre todo en momentos como el presente, en que

vienen a reproduclrse situaciones similares a ]-as del caso de

autos,  €s evidente.

Desde esta ópt ica,  ent iende el  Minister io Fiscal

que e1 escrito de1 Abogado deI Estado -personado con posterio-

ridad aI trámj-te previsto en eI art. 56 de la LOTC- pone de re-

l ieve las dif icultades de ejecución que puede conllevar el Auto

de suspensión aI que su informe se refiere. Entra en Jueg[o,
pues, eI art. 92 de Ia LOTC, segtln eI cual este Tribunal podrá

resolver 1as incidencias de la ejecución de sus resoluciones en

actos posterj-ores. En aplicación de dicho precepto, considera

eI Fiscal que, habida cuenta de las dif icultades que puede con-

llevar 1a puesta en práctica del Auto de suspensión deI pasado

22 de junio, cabe que eI Tribunal dicte nuevo Auto que facilite

1a ejecución del anterior, declarando, €rr Ia misma lfnea en él

mant,enida, que el solj-citante de amparo debe efectuar las com-

parecencias previstas en el art. 233 de Ia Ley Procesal Militar

y que Ios incumplimientos que de futuro se produzcan pueden

acarrearle una nueva orden de prisión; no ya la suspendida por

est,e Tribunal, sino Ia derivada de su desobediencia a Ios man-

datos judiciales, avalada por las previsj-ones expresas del Auto

del 22 de junio en el párrafo penúItimo de su segundo fundamen-

to  ju r ld ico .
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II.- FT]NDAIIÍENTOS JURIDICOS

1. Ha de darse 1a razón al Ministerio Fiscal cuando

entiende que eI recurso de súpIica formulado por eI Abogado del

Estado debe ser inadmitido. En efecto, a tenor de 1o dispuesto

en el art,.  56.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Const, i tucional

(LOfc), el incidente de suspensión ha de sustanciarse con au-

diencia de 1as partes y del.Fiscal y en el momento en que ta1

sustanciación tuvo lugar en eI presente caso el Abogado del- Es-

tado aún no se habfa personado, dj-ctándose la resolución que

puso f in al incidente -el Auto del pasado 22 de Junio- con an-

terioridad a1 escrito en que eI representante de Ia Admlnistra-

ción interesó su personación en el proceso (eI 24 de junio) y a

1a providencia que 1a acordó (de fecha 29 de junio). Habiendo

adquirido su condición de parüe procesal luego de adoptarse 1a

decisión frente a la que interpone recurso de st1plica, ld admi-

s1ón del mismo resulta improcedente, dada la carencia de

Iegitimación que en eI trámite incidental aqueja aI ahora
j-mpugnante. eI cual sólo a través de 1a vfa establecj-da en el

art,.  57 de Ia LOTC puede, si se dan las circunstancias que ese

precepto señala, combatir Ia medida cautelar impropiamenLe re-

curr ida.

Sin duda, €I Abogado de]- Estado es consclente de l-a

precaria viabil idad procesal del recurso formulado, porque en

su escrito sol icita de forma subsidj-aria, y haciendo uso preci-

samente de1 referido cauce del- art. 57 LOTC, la revocaclón de

la suspensión otorgada. De el l-o nos ocuparemos inmediatamente,

pero no sin antes rechazar la tesis de1 Ministerio Fiscal sobre

la aplicabil idad de1 art. 92 de Ia LOTCr tru€s no se trata aquf

de resolver sobre las incidencias de Ia ejecución de una reso-

lución de1 Tribunal (el Auto de 22 de junio), sino acerca de1

mantenimiento o revocación de dicha resolución, la efectividad

de cuyo cumplimiento por el órgano judicial no constituye -bien

Iógicamente, además- Ia cuestrón plantéada por eI Abogado del

Estado en su escrito de recurso.
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2. La pretensión eü€, al amparo del art. 57 de la

LOTC, formula con carácter subsidiario el representante de La

Administ,ración tampoco puede ser acogida. Pret,ende el Abogado

del Est,ado que se revoque la conceslón de la suspenslón ot,orga-

da por el Auto de1 22 de junj-o al no haberse presentado el- ac-

tor de este proceso ante eI ,Juez militar competente no obstante

eI t iempo transcurrido desde la emisión de t,al Auto. "Este in-

cumplimiento, por segunda vez, de 1o dispuesto en el- art. 233 I

de Ia Ley procesal mil j- tar constituye, afirma el Abogado del

Estado, urrd circunstancia sobrevenida que justi f ica la modif i-

cación -medi-ante su revocación- de Ia medida cautelar".

Ahora bien, sl,  como se advert la en el Auto que

acordó la suspensión, Ias facultades conferidas aI órgano judi-

cial y Ias obllgaciones correlativas impuestas a1 procesado por

el art. 233 de Ia Ley Procesal MiU-tar no habrfan de verse

afectadas por Ia medida cautelar adoptada, es obvlo que única-

mente a aquel órgano compete decidir, a través del ejercicio de

unas facultades legales que pennanecen incólumes, 1o que estime

pert,inente acerca de la situación del imputado nuevarnente

incomparecido. La suspensión de la ej ecuc j-ón del Auto de1 'Juz-

gado Togado Mil j- tar núm. 18 de 5 de agosto de 1991, dictado en

las Dil igencias Preparatorias nr1m. L8/3/9L, no entraña el

desapoderamiento pro futuro de dj-chas facultades judicj-ales ni

una sust,racción indefj-nida del procesado aI cumplimiento de las

antes c i tadas obl igac iones.  S iendo e l lo  asf ,  Ia

incomparecencia que el Abogado del Estado denuncia es claro que

ningrln encaje puede tener en el concepto de "clrcunst,ancias so-

brevenidas" que empl-ea el art. 57 de la LOTC, por Io que 1a

pretensión deducida ha de result,ar denegada.

En virtud de 1o expuesto, la Sala acuerda Ia inad-

misión del recurso de sripl ica interpuesto por eI Abogado deI

Estado contra eI Auto de la Sala Primera de este Tribunal de 22

de junio de L992, asf como Ia denegación de Ia pret 'ensión,
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subsidiariamente formulada, de

cautelar de suspensión adoptada

Madrid, a siete de

modificación de la medida

en el mencionado Auto.

agosto de mil novecientos noven-

t a  y  dos .

lÁJu^;


